
   
 

 
  

 

 

 

  
  

  

  

3. Algunos aspectos del proceso penal 
de las personas jurídicas en México 

Rodolfo Félix Cárdenas* 

SUMARIO: I. Introducción. II. ¿Qué personas jurídicas pueden 
responder penalmente? III. La denuncia de los hechos y la posición 
del delator. IV. Representación de las personas jurídicas como acu-
sadas. V. Representante testigo y no autoincriminación. VI. Incompa-
recencia de la persona jurídica al proceso. 

I. Introducción 

Desde que aconteció la reforma que dio lugar al Código Nacional de 
Procedimientos Penales,1 se venía ya anunciando un necesario —aun-
que no resultara suficiente— ajuste a las normas procesales en materia 
de responsabilidad penal de las personas jurídicas que dicho orde-
namiento ya contemplaba,2 así como la necesaria reforma sobre ello 
que se esperaba al Código Penal Federal. La esperada reforma llegó 
para hacerla consistente con el inicio de vigencia en todo el país de la 
diversa reforma constitucional, en junio de 2008; esto es, a ocho años 
de su vigencia, en 2016, con la publicación en el Diario Oficial de la 
Federación, del 17 de junio de ese año, que reformó diversas leyes, 
entre ellas, el Código Nacional de Procedimientos Penales y el Código 
Penal Federal.3 

* Miembro de número de la Academia Mexicana de Ciencias Penales. Profesor de 
Derecho Procesal Penal en la Escuela Libre de Derecho y socio de la firma especiali-
zada en Derecho Penal Félix Cárdenas, S. C. 

1 Diario Oficial de la Federación del 5 marzo de 2014. 
2 Durante las discusiones del Código Nacional de Procedimientos Penales, el 

tema relacionado con la responsabilidad penal de las personas jurídicas fue secues-
trado de los debates y llevado en lo privado con los asesores del entonces procurador 
general de la República en turno, quienes fueron los autores de este sector normativo 
en su versión original, así como en su texto actual. 

3 Diario Oficial de la Federación del 17 de junio de 2016. 

187 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



DESAFÍOS EN EL PANORAMA DE LA JUSTICIA  
PENAL EN MÉXICO

 

 
 

 

  

 
 

   

 

188 

La reforma referida de 2016 dejó atrás el modelo vicarial que se 
contenía en el texto originario del artículo 421 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales,4 para optar por un modelo de responsabi-
lidad penal autónoma, maltrecho, plagado de absurdos e inconsisten-
cias surgidas, precisamente, en esa misma reforma. 

Hablando de responsabilidad penal de personas jurídicas, sin 
duda en México han sido las observaciones a su regulación sustantiva 
lo que ha ocupado mayor atención —y lo sigue haciendo—, motiva-
do por la novedad que ha implicado la incursión de la vía penal en 
ese ámbito.5 

Esto no ha acontecido con su régimen procesal no solo porque 
las normas procesales que específicamente se ocupan de ello son tan 
incipientes que pareciera no merecieran la menor atención, sino por-
que la realidad hoy en día muestra que no existe un solo litigio, o al 
menos un litigio serio, que permita al Poder Judicial de la Federación 
ir generando criterios interpretativos en el marco penal, como el pro-
cesal penal que refiero. 

Por otro lado, se debe tener presente que no todas las entidades 
federativas en el país han incorporado a su ley penal la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas y, de las que lo han hecho, debe acu-
dirse a su estudio, pues nada extraño resulta que se puedan encontrar 
orientaciones distintas. Estas, sin perjuicio de su aspecto sustantivo, 
deben tenerse presentes para efectos procesales, ya que es claro que, 

4 En ese entonces, el artículo 421 del texto original de dicho ordenamiento pro-
cesal condicionaba la persecución penal de la persona jurídica solo si también se 
había ejercitado acción penal en contra de la persona física que debía responder por 
el delito cometido, previendo un modelo vicarial en ello, pues al respecto establecía: 
“Artículo 421.- Ejercicio de la acción penal.- Cuando algún miembro o representante 
de una persona jurídica, con excepción de las instituciones estatales, cometa un hecho 
delictivo con los medios que para tal objeto le proporcione dicha persona jurídica, 
de modo que resulte cometido a nombre, bajo el amparo o en beneficio de aquella, el 
Ministerio Público ejercerá acción penal en contra de esta sólo si también ha ejercido 
acción penal en contra de la persona física que deba responder por el delito cometi-
do” (cursiva añadida por el autor). 

5 Ontiveros, M. (2015). “Casinos, compliance y sistema penal (Fundamentos del 
juego responsable)”, en Anuario Mexicano de Derecho Penal Económico 2015, Mé-
xico, Ubijus, pp. 273- 296; Ontiveros, M. (2018). Manual básico para la elaboración 
de un Criminal Compliance Program, Tirant lo Blanch; Requena, C. y Cárdenas, S. 
(2018). Compliance legal de la empresa. Una tendencia regulatoria mundial, Thom-
son Reuters. 
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procesalmente, resulta un tanto distinto abordar el caso si se adopta un 
modelo de responsabilidad penal autónoma de la persona jurídica;6 o 
bien, un modelo vicarial, pues no ha de perderse de vista que la facul-
tad para darse su ley penal, constitucionalmente, se conserva aún para 
las entidades federativas y para la hoy Ciudad de México.7 Lo anterior 
bien podría conducir a que alguna de las mismas adoptara —por la 
razón que fuere— un modelo de persecución penal de la persona jurí-
dica con una orientación distinta del que pregona el Código Nacional 
de Procedimientos Penales,8 contribuyendo ello a atrofiar cualquier 
intento de persecución en contra de la persona jurídica. 

El propósito aquí es referir algunos aspectos de orden procesal 
relacionados con la responsabilidad penal de las personas jurídicas 
que ponen de manifiesto algunos vacíos y la necesidad —o, al menos, 
la conveniencia— de su pronta regulación, a fin de evitar escollos se-
rios en las investigaciones y defensas de casos penales que involucren 
a la persona jurídica como responsable de hechos delictivos. 

II. ¿Qué personas jurídicas pueden responder 
penalmente? 

A excepción de las instituciones estatales, toda persona jurídica puede 
ser penalmente perseguida y responsabilizada. El legislador se refiere 
a personas jurídicas con y sin personalidad jurídica propia.9 Cierta-

6 Esta es la intención que ha plasmado el legislador en el artículo 421del Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales al referir que la responsabilidad penal de la 
persona jurídica será autónoma, siendo posible ejercer la acción penal en contra de 
esta, independientemente de la que se pudiera ejercer en contra de las personas físicas 
involucradas en el delito cometido. 

7 Ello, de conformidad con lo previsto en los artículos 124 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos para las entidades federativas y, el enton-
ces 122,, fracción V, inciso h), del entonces texto de la Carta carta Magna magna que 
regía para la Ciudad de México, bajo cuya vigencia, en 2014, aconteció la reforma 
(G.O.D.F. 18-dic-2014) que dio lugar a los artículos 27, 27 Bis, 27 Ter, 27 Quáter y 
27 Quintus del Código Penal para el Distrito Federal en materia de responsabilidad 
penal de personas jurídicas; hoy es la nueva base constitucional, el artículo 30 de la 
Constitución Política de la Ciudad de México. 

8 Porque esta materia es propiamente sustantiva y las entidades federativas con-
servan, constitucionalmente, la facultad de darse su ley penal. 

9 Artículo 422 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



DESAFÍOS EN EL PANORAMA DE LA JUSTICIA  
PENAL EN MÉXICO

 

 

 

 
 

  

 
 

  

 

  

 

  

190 

mente, el legislador no ha propuesto un concepto de persona jurídica 
penalmente responsable, en el sentido de precisar bajo qué parámetros 
se tendría que considerar como sujeto activo de un hecho delictivo; 
por ello es que se debe acudir a la legislación mercantil y civil, a 
efecto de extraer de ahí a las personas jurídicas pues todas aquellas 
—siguiendo el lenguaje del legislador— que tengan personalidad ju-
rídica (a excepción de las instituciones estatales) pueden ser objeto de 
persecución penal. 

Por supuesto, hay que dejar claro, de una vez, que la persona 
jurídica no se concibe sin personalidad jurídica y, por ello, es una 
tragedia no solo que en el texto del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales se haga referencia a las mismas evocando su personalidad 
jurídica —“personas jurídicas con personalidad jurídica”—, y que 
además se destaque que esa personalidad jurídica ha de ser propia 
—“personas jurídicas con personalidad jurídica propia”— como si 
la personalidad jurídica fuera ajena o prestada; sino, más aún, que se 
pretenda responsabilizar penalmente algo que en derecho simplemen-
te no existe —“personas jurídicas sin personalidad jurídica”—, claro 
está, y, para rematar, sin personalidad jurídica propia. 

Esta porción normativa debe ser objeto de urgente corrección10 

por su lamentable redacción y porque la intención de responsabilizar 
penalmente a las personas jurídicas no puede únicamente quedarse en 
estas, ya que existen situaciones de facto y masas patrimoniales que 
—aun cuando carecen de personalidad jurídica— la ley les reconoce 
derechos, pero también les impone deberes; a la vez, para su ejerci-
cio y cumplimiento, les reconoce representación legal. Estas últimas, 
conforme a la redacción actual del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales, no pueden ser perseguidas penalmente, pues quedaron 
excluidas en virtud de la redacción de las normas. 

Así, dentro de las personas jurídicas que —de nuevo, en conso-
nancia con el lenguaje del legislador— gozan de personalidad jurídica 
conforme al Código Civil Federal,11 se encuentran: las sociedades ci-

10 El texto, que fue elaborado durante la administración del señor ex procurador 
general de la República, Jesús Murillo Karam, por sus asesores, debe reformarse para 
eliminar la referencia a personas jurídicas con personalidad jurídica propia; pero 
también eliminando la referencia a sin personalidad jurídica propia. Véase el artículo 
422, primero y cuarto párrafos del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

11 Artículos 25, 2670, 2688. 
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viles; las asociaciones civiles; los sindicatos, las asociaciones profe-
sionales; las sociedades cooperativas y mutualistas; las asociaciones 
distintas de las enumeradas que se propongan fines políticos, cientí-
ficos, artísticos, de recreo o cualquier otro fin lícito, siempre que no 
fueren desconocidas por la ley, y las personas morales extranjeras de 
naturaleza privada, en los términos de su artículo 2736. En materia de 
sociedades mercantiles,12 las sociedades en nombre colectivo; en co-
mandita simple; de responsabilidad limitada; anónimas; en comandita 
por acciones; cooperativas, y sociedades por acciones simplificada. 
De la Ley General de Sociedades Cooperativas,13 la sociedad coope-
rativa. De la Ley de Fondos de Inversión,14 los fondos de inversión. 
De la Ley de Sociedades de Solidaridad Social,15 la sociedad de so-
lidaridad social. De la Ley del Mercado de Valores,16 las sociedades 
anónimas bursátiles. 

Respecto de las mal llamadas personas jurídicas sin personali-
dad jurídica y, además, propia que, por consiguiente, no son personas 
jurídicas y, a la vez, no existen en el derecho —como he dicho— se 
trata de una lamentable redacción de quienes incursionaron en este 
apartado del Código Nacional de Procedimientos Penales, ya que no 
existe una persona jurídica sin personalidad jurídica; lo que exis-
ten son entes o situaciones de hecho y, masas patrimoniales que, sin 
tener personalidad jurídica, pueden ejercer derechos en su defensa. 
Por supuesto, a sin personalidad jurídica más equivocado aún resulta 
agregarle que sea propia; pues, si no existe esa personalidad jurídica, 
de la misma no se puede predicar ninguna propiedad o pertenencia.17 

12 Artículo 1 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 
13 Artículos 2° y 13. 
14 Artículo 5°. 
15 Artículos 1° y 2°. 
16 Artículo 3°. 
17 Así, en la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación, del 17 de 

junio de 2016, se prevé —en el artículo 422 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, en sus primero y cuarto párrafos— que: “Artículo 422. Consecuencias Jurí-
dicas. A las personas jurídicas, con personalidad jurídica propia, se les podrá aplicar 
una o varias de las siguientes sanciones […] y, Las personas jurídicas, con o sin perso-
nalidad jurídica propia, que hayan cometido o participado en la comisión de un hecho 
típico y antijurídico, podrá imponérseles una o varias de las siguientes consecuencias 
jurídicas […]”. 
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Así, son entes o situaciones de hecho que, sin tener persona-
lidad jurídica, pueden ejercer derechos en su defensa, por ejemplo, 
el fideicomiso,18 y son masas patrimoniales que, sin tener perso-
nalidad jurídica, pueden ejercer derechos en su defensa, como las 
sucesiones,19 la sociedad conyugal20 y el patrimonio de familia.21 El 
legislador debió utilizar la referencia a entes y masas, y no a personas 
jurídicas, y mucho menos a sin personalidad jurídica —que no exis-
ten en el derecho—, para exigir de las mismas responsabilidad penal; 
de ahí que estas, al igual que como acontece con las instituciones es-
tatales, no pueden ser objeto de responsabilidad penal, precisamente 
porque —hablando jurídicamente— resulta un error y una exclusión 
en sí misma referirse a personas jurídicas sin personalidad jurídica22 

y, por ello, ante lo que jurídicamente no existe, no se puede exigir 
responsabilidad penal alguna. Expresado en otros términos: no exis-
ten las personas jurídicas sin personalidad jurídica, mucho menos 
las hay sin personalidad jurídica propia, pues al ser jurídicamente 
inexistentes carecen de esa propiedad. Son, en otras palabras, algo 
que no existe en el derecho, y del vacío ninguna consecuencia jurídi-
ca puede extraerse. 

En ocasiones, el legislador reconoce personalidad jurídica a lo 
que de suyo no lo tiene en otro ámbito del ordenamiento jurídico y, 
en tal caso, por esa ficción legal, cabría preguntarse si, en virtud de 
esa normativa, se sujeta la misma, o no, al régimen de responsabilidad 
penal de las personas jurídicas. 

Tal es el caso, por ejemplo, de la asociación en participación, 
que, en el ámbito mercantil, es un contrato carente de personalidad 
jurídica y de razón social o denominación:23 no es persona jurídica. 
Mientras que, por otro lado, el Código Fiscal de la Federación —en 
su artículo 17-B— establece que, para efectos fiscales, la asociación 
en participación tendrá personalidad jurídica según dicho precepto 
prevé, con lo que queda sujeta al cumplimiento de las obligaciones 

18 Artículo 381 de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito. 
19 Artículos 1288 y 1706, fracción VIII del Código Civil Federal. 
20 Artículo 183 del Código Civil Federal. 
21 Artículos 723 a 726 del Código Civil Federal. 
22 Sobre todo, las mal llamadas personas jurídicas sin personalidad jurídica; 

respecto de las cuales, el legislador únicamente reserva para estas la imposición de 
consecuencias jurídicas y no así de penas. 

23 Artículos 252 y 252 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 
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fiscales en los mismos términos y en las mismas disposiciones esta-
blecidas para las personas morales en las leyes fiscales.24 

Siendo así lo que desde el derecho mercantil y para los efectos 
que nos ocupan se dice de la responsabilidad penal de la persona ju-
rídica, la asociación en participación debe ser tenida como un ente al 
que —sin tener personalidad jurídica— el legislador, en este ámbito, 
le reconoce poder ejercer derechos en su defensa; por lo mismo, al no 
estar contemplada la posibilidad de ser perseguida penalmente —esto 
es, al no ser considerada sujeto de Derecho penal, pues los redacto-
res de esa porción normativa de la ley procesal penal excluyeron esa 
posibilidad—, cabe preguntarse si podría ser perseguida penalmente 
si el Código Fiscal de la Federación, contrario sensu a la legislación 
mercantil, le reconoce personalidad jurídica para efectos tributarios, 
al igual que cualquier otra moral. 

La respuesta debe ser en sentido negativo. Si el legislador penal 
—específicamente, conforme al Código Nacional de Procedimientos 
Penales— la excluye del régimen de responsabilidad penal de perso-
nas jurídicas —pues no se puede perseguir ni sancionar penalmente 
lo que en derecho no existe—, el artículo 17-B del Código Fiscal de la 
Federación y toda la normativa aplicable en materia tributaria, acorde 
con dicha normativa, debe tenerse exclusivamente para efectos me-
ramente fiscales, aun cuando —por esa ficción que crea el legislador 
fiscal— exista omisión fraudulenta de pago de contribuciones en tér-
minos de los artículos 108 y 109 del Código Fiscal de la Federación. 

24 “Artículo 17-B.- Para los efectos de las disposiciones fiscales, se entenderá por 
asociación en participación al conjunto de personas que realicen actividades empre-
sariales con motivo de la celebración de un convenio y siempre que las mismas, por 
disposición legal o del propio convenio, participen de las utilidades o de las pérdidas, 
derivadas de dicha actividad. La asociación en participación tendrá personalidad ju-
rídica para los efectos del derecho fiscal cuando en el país realice actividades em-
presariales, cuando el convenio se celebre conforme a las leyes mexicanas o cuando 
se dé alguno de los supuestos establecidos en el artículo 9o. de este Código. En los 
supuestos mencionados se considerará a la asociación en participación residente en 
México. La asociación en participación estará obligada a cumplir con las mismas 
obligaciones fiscales, en los mismos términos y bajo las mismas disposiciones, es-
tablecidas para las personas morales en las leyes fiscales. Para tales efectos, cuando 
dichas leyes hagan referencia a persona moral, se entenderá incluida a la asociación 
en participación considerada en los términos de este precepto”. 
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III. La denuncia de los hechos y la posición 
del delator 

En el modelo procesal penal con el que contamos, la investigación de 
los hechos que se consideran constitutivos de delito inicia a través de 
denuncia, querella o acto equivalente.25 Conviene observar esto desde 
la perspectiva de la persona jurídica. 

Es claro que, según la normativa actual en México, la persona 
jurídica en el ámbito federal —y en algunas entidades federativas— 
puede cometer ciertos hechos delictivos26 cuyo conocimiento puede 
quedar al descubierto, bien fuere por una actividad de la autoridad 
(por ejemplo, en una auditoría se descubre una omisión fraudulenta de 
impuestos y el sat lo hace del conocimiento de la Procuraduría Fiscal 
de la Federación para formular querella), o bien por terceros ajenos a 
la moral (un particular persona física o una persona jurídica pasivos 
del delito lo hacen del conocimiento del Ministerio Público). 

Sin embargo, tratándose de personas jurídicas, lo que se pre-
tende justamente es que estas desarrollen su actuación en el marco 
de la legalidad, imponiendo una cultura orientada a la prevención 
para evitar la comisión de delitos, sobre todo de aquellos que le pue-
dan implicar responsabilidad penal. También es parte importante de 
ello que la persona jurídica cuente con mecanismos de reacción o de 
respuesta frente al delito, que permitan su detección y ayuden a su 
persecución. Para ello, deben organizarse de tal forma que cuenten 
con los instrumentos necesarios, y con su efectiva aplicación, que 
les permita circular en esa vía; pero, igualmente, alcanzar el conoci-
miento de lo que está aconteciendo en la misma para poder actuar en 
consecuencia, así sea para imponer correctivos menores, hasta llegar 
a la denuncia de los hechos. 

Estos mecanismos, a través de los cuales se ejerce el debido con-
trol de la organización y su reacción frente a delitos que atentan contra 
ese debido control, son los llamados programas de cumplimiento y, 
de manera más específica, los programas de cumplimiento penal; los 

25 Artículo 221 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 
26 Véase el catálogo del artículo 11 Bis del Código Penal Federal; y, en 

contrapartida, véase el artículo 27 Bis fracción I del Código Penal para el Distrito 
Federal (hoy Ciudad de México) que autoriza la persecución de la persona jurídica 
por cualquier delito del ordenamiento punitivo, lato sensu, de la Ciudad de México. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas

https://equivalente.25


ALGUNOS ASPECTOS DEL PROCESO PENAL

 

 

  
  

195 

que, si bien no desplazan a los llamados programas de cumplimiento 
generales, sí que son un diseño propio dirigido al blindaje específico 
de la moral ante hechos delictivos cometidos en su seno que afectan a 
terceros y que puedan generarle responsabilidad penal.27 

Se tiene, así, que lo deseable es que dentro de su estructura como 
un mecanismo de reacción se comprenda, en el diseño del programa 
de cumplimiento, un canal (o varios) de denuncia interna, lo que se 
conoce como whistleblower. Este, que no es sino el soplón o el delator 
de los hechos delictivos que suceden dentro de la persona jurídica, 
actúa en el anonimato, ya que lo contrario haría inútil este mecanismo 
al exponer al delator frente a la comunidad en la que desarrolla su 
trabajo, desincentivando el mismo. 

Pero para el proceso penal el delator es un testigo de importancia 
y su identidad debe ser revelada para efectos de la investigación que 
inicie una vez denunciados los hechos por la persona jurídica; luego, 
entonces, la posición de ese delator podría verse comprometida. Ello 
conlleva a cuestionarse si la norma procesal procura un tratamiento 
particular a ese tipo de testigo, o no; sobre todo en el hecho de que, 
al conocer el mismo que aun cuando esté protegido en el seno de la 
empresa, su identidad deberá ser revelada ante el investigador ante el 
que deberá proporcionar entrevista sobre los hechos y, por supuesto, 
en juicio, con lo cual sus datos personales que le identifiquen y su 
persona quedarán expuestos. 

Nada existe en el Código Nacional de Procedimientos Penales 
que refiera a ello y su anonimato en el proceso no se justifica al no 
permitirse la delación anónima ni ser compatible con la transparencia 
que, como criterio, rige en la actuación empresarial. Si esto se corri-
giera con una reforma legal, debería serlo para concederle anonimato 
en el proceso penal; pero ello no parece aceptable ni es compatible 
con la cláusula de confrontación.28 

Algo diferente sucede si quien delata es coautor o cómplice del 
delito denunciado. Es posible que para algunos delitos pueda verse be-

27 Véase la nota al pie No. 7. 
28 No existe razón jurídica alguna para sacrificar el derecho del acusado de co-

nocer quién es la persona que le imputa. Por el contrario, es un derecho humano 
que le asiste el poder confrontarle y en ello está el conocimiento de la persona que 
atestigua en su contra. Véase el artículo 20 constitucional, primer párrafo y Apartado 
B, fracción VI. 
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neficiado con un criterio de oportunidad, para lo cual deberá revisarse 
el catálogo de delitos federales por los que es posible perseguir penal-
mente a las personas jurídicas29 y los respectivos en las entidades fe-
derativas que han aceptado en su ámbito dicha responsabilidad penal. 
Lo mismo sucederá si se trata de delito de delincuencia organizada 
en el que pueda verse beneficiado por su colaboración efectiva en la 
investigación;30 sin embargo, aun fungiendo como testigo protegido, 
resulta también cuestionable que ese anonimato se mantenga durante 
todo el proceso —sobre todo, en el juicio—, pues ello se contrapone 
con la cláusula de confrontación que asiste al acusado en ejercicio de 
su derecho de defensa.31 

IV. Representación de las personas jurídicas como 
acusadas 

Como a toda persona física que es investigada y considerada autora o 
cómplice de un hecho delictivo y/o ha sido imputada y/o acusada le 
asisten ciertos derechos, también en el sistema jurídico mexicano se 
reconocen a las personas jurídicas derechos para efectos de un proce-
so penal que son compatibles con la misma en su condición de inves-
tigada/imputada/acusada.32 

Para ello, la persona jurídica comparece a la investigación y al 
proceso por medio de quien legalmente la represente. Con lo cual no 
asume la calidad de pasivo en el proceso —pues ni la investigación 
penal ni el proceso mismo se dirigen en su contra—, sino que actúa 

29 Artículos 11 Bis del Código Penal Federal y 421, último párrafo del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. La redacción es equivocada, pues para las per-
sonas jurídicas que gozan de personalidad jurídica esta no puede ser sino propia, y a 
las que no tienen personalidad jurídica, por evidente que es, no les resulta tampoco 
propia pues carecen de la misma. Además, la personalidad jurídica que se tiene nunca 
es ajena. 

30 Artículo 35 de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada. 
31 Véase el artículo 20 constitucional, primer párrafo —principio de contradic-

ción— y Apartado B, fracciones VI y VII. 
32 Tesis de Jurisprudencia 1/2015 (10a.), del Tribunal Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación con rubro: PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FA-
VORABLE A LA PERSONA. ES APLICABLE RESPECTO DE LAS NORMAS 
RELATIVAS A LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS QUE SEAN TITULARES 
LAS PERSONAS MORALES. 
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dada su representación legal, como la voz o la cara de la persona jurí-
dica. No es este representante quien ejerce su defensa técnica —aun-
que sí material—, sino que ello ha de ser por conducto del abogado 
defensor designado para la persona jurídica. 

El proceso penal que involucra como sujeto activo a una persona 
jurídica es autónomo de la responsabilidad penal que pueda exigirse 
a la(s) persona(s) física(s).33 Ello quiere decir que puede avanzarse el 
mismo solamente en contra de alguno de ellos o de ambos. De ahí que 
no resulte vinculante ni para el juez de control ni para el Ministerio 
Público —incluso para la persona jurídica considerada autor o cóm-
plice en el hecho delictivo— y que necesariamente deba existir cita/ 
comparecencia del representante legal de la misma y de su defensa a 
la audiencia inicial en que se habrá de comunicar la imputación a la 
persona física considerada autor o partícipe en lo que corresponda al 
hecho delictivo atribuido a esta.34 Ambas, persona jurídica y persona 
física, no pueden compartir la misma defensa penal, ya que resulta 
evidente que una misma defensa pueden ser, en la enorme mayoría de 
casos— y de hecho lo es— incompatibles la una con la otra. Entonces, 
compartir la misma defensa técnica no garantiza los derechos, al me-
nos, de una de las partes (bien de la persona física, bien de la persona 
jurídica).35 

La cuestión por discutir es más bien, ¿quién debe ser el repre-
sentante de la persona jurídica? ¿Aquella persona que, por ley o por 
estatutos —por ejemplo— es quien tiene a su cargo dicha represen-
tación? ¿O es que puede serlo un externo, así designado por la moral 
para tales efectos? 

33 Conviene destacar que, como cada entidad federativa mantiene el poder le-
gislar en materia penal, existe la posibilidad de que pudiera hacerse adoptando un 
modelo distinto al de una responsabilidad penal autónoma, que es la que, al menos, 
rige en materia federal. 

34 Así debe ser interpretado el artículo 423 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, en su cuarto párrafo, pues nada autoriza a que una investigación 
que se siga en contra de una persona jurídica, como en el caso de una persona física, 
necesariamente deba ser simultánea, como tampoco lo deben ser los actos procesales 
relacionados con cada una de ellas. 

35 Véase el artículo 124 del Código Nacional de Procedimientos Penales, pues 
la incompatibilidad de la defensa en estos casos es absoluta; no obstante, para evi-
tar interpretaciones equívocas, convendría precisarlo en el apartado respectivo de las 
personas jurídicas. 
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Lo cierto es que el Código Nacional de Procedimientos Penales 
no ofrece solución, pero tampoco establece limitación alguna para el 
ejercicio de esa representación. Ello permite interpretar como jurídi-
camente posible el que sea un tercero extraño a la estructura social 
quien pueda acudir en su representación como la voz-cara de la per-
sona jurídica en el proceso penal (lato sensu); así, bien podría ser 
—por ejemplo— que una sociedad anónima de capital variable, en 
sus estatutos, prevea una cláusula de representación legal, en caso de 
contingencia penal que le involucre como pasivo del proceso en favor 
de un tercero ajeno a su estructura (como podría serlo un abogado, un 
contador, un financiero, etcétera). Y es que ese representante no es el 
pasivo del proceso penal que se siga a la persona jurídica, sino simple-
mente su voz en el mismo.36 

Así, quien ejerza esa representación legal se verá asistido para su 
representada —pues su voz solamente será la de la moral que repre-
sente— de los derechos humanos que asisten a toda persona investi-
gada/imputada/acusada como si se tratara de una persona física, pero 
que sean compatibles con la persona jurídica, tales como el derecho a 
contar con una defensa técnica, a guardar silencio y a que este no se 
valore en contra de su representada, a probar y a la prueba, a confesar 
los hechos y a celebrar salidas alternas (si procediere) o terminación 
anticipada. 

Quien quiera que acuda en representación legal de la persona ju-
rídica al proceso penal no asume, por ello, la condición de indiciado/ 
imputado/acusado, pues el hecho de esa representación no sustituye a 
la persona jurídica considerada autor o cómplice de los hechos delic-
tivos. Más bien, es a través de quien se expresa la moral y ejerce sus 
derechos, por lo que las resoluciones que se emitan —sean favorables, 
o no— estarán dirigidas a la persona jurídica que representa.37 Por 
lo mismo, esa voz o cara de la persona jurídica se encuentra asistida 
igualmente por el derecho a no autoincriminarse y al silencio. 

No se ofrece solución en la ley procesal penal respecto de la po-
sibilidad que sobrevenga —por la razón que fuere— un cambio en el 

36 Distintas soluciones se ofrecen en el derecho comparado, ya sea admitiendo 
esa posibilidad de representación por tercero ajeno a la estructura social, o bien res-
tringiéndola a quienes por ley les competa esa representación. 

37 Véase el artículo 423, quinto párrafo del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 
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curso del proceso respecto de la persona que viene fungiendo como 
representante legal de la persona jurídica en el proceso penal. No exis-
te ninguna prohibición al respecto, y no debiera ello traducirse en nin-
gún obstáculo, pues, como se ha dicho, se trata solo de la voz a través 
de la cual la moral es escuchada. 

No obstante, tampoco parece ser lo deseable una ausencia de 
control. Esto puede obedecer, si bien a factores ajenos a una estrategia 
defensiva —como el fallecimiento o la incapacidad sobrevenida del 
representante legal—, también podría prestarse a prácticas dilatorias 
orientadas sobre la base de una estrategia procesal de la persona ju-
rídica y su defensa, pues sin representante legal que actúe por ella la 
defensa técnica se vería limitada —si no paralizada— en su actuación 
y, con ello, el curso del proceso. 

Como sea, ni siquiera una resolución judicial es capaz de impedir 
el cambio de representante legal, mucho menos lo es para imponer el 
deber de su designación. Se trata de un derecho de la persona jurídica. 
Este aspecto merece regulación, y si bien el juzgador no puede impo-
ner contra la voluntad de la persona jurídica quién deba representarle, 
sí pudiera imponerle medidas de apremio de importancia para conmi-
nar la designación de un nuevo representante legal e impedir que la 
marcha del proceso se vea afectada. La cuestión, entonces, será si las 
medidas de apremio impuestas resultan, en verdad, una solución para 
alcanzar la comparecencia de quién deba representar legalmente a la 
persona jurídica. 

Resulta también impeditivo que quien represente a la persona ju-
rídica en un proceso penal sea, a la vez, imputado en los hechos, pues 
es claro que ello no garantiza para aquella una representación objetiva 
e imparcial. De ser así, dicho imputado no puede representarla.38 

Debe tenerse en cuenta que el régimen de responsabilidad pe-
nal de la persona jurídica coloca a esta en una nueva y muy distinta 
posición cuando es relacionada con la comisión de ciertos delitos de 
la que mantenía antes de incursionar en la responsabilidad penal que 
se viene mencionando. Y es que hoy la fuente económica que es la 
persona jurídica ha de ser considerada a la manera de un ser con vida 
propia desde la óptica del derecho penal y del derecho procesal y, 
por lo mismo, desvinculada al menos de la persona física o personas 

38 Esta prohibición, evidente, surge del artículo 423, séptimo párrafo, del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. 
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físicas que la han creado y/o que la representan y/o que se entienden, 
asimismo, como sus dueños. 

V. Representante testigo y no autoincriminación 

Debe considerarse, igualmente, la posición del representante legal de 
la persona jurídica imputada/acusada que resulte ser testigo de los he-
chos, del que, por tal condición, alguna de las partes requiera de su 
atestado. Como se dijo, la persona jurídica en el proceso penal no 
puede ser representada por alguien imputado por los hechos que se 
investigan; de serlo, dicha persona debe cesar en esa representación. 
Cuestión distinta es si el representante legal de la empresa —que no 
es imputado— puede ser llamado como testigo. En tanto actúe como 
representante legal de la moral, le asiste el derecho a guardar silencio 
y a no autoincriminarse, pero debe considerarse si se trata de un tes-
tigo que importe, por ejemplo, a la acusación; si puede escudarse y 
no prestar testimonio utilizando la vía de la representación legal de la 
moral; o es que, bajo dicho escenario, tal representación debiera cesar. 

Nuevamente, el Código Nacional de Procedimientos Penales no 
ofrece solución alguna y, por lo mismo, se reclama su pronta reforma 
al respecto, pues tampoco se pretende que quien deba declarar en jui-
cio como testigo pueda eludir ese deber tras ser designado represen-
tante legal de la persona jurídica acusada para evitarlo. Por supuesto, 
ello se vería limitado al conocerse el escrito de acusación y, en caso de 
que exista víctima, tras conocerse —si lo hay— su escrito de pruebas. 
Si en ellos no se ofrece el atestado de quien podría ser designado por 
la moral como su representante legal en juicio, el designado actuará 
con esa representación, con la asistencia en su favor del derecho a no 
autoincriminarse. 

Otro aspecto podría presentarse si en el curso del juicio se cono-
ce nueva información que autorice prueba superveniente que relacio-
ne a ese representante legal. ¿Se podría obligar a ese representante del 
deber de dar su atestado? En mi opinión, la respuesta ha de ser nega-
tiva. Y es que, habiendo representado —en el curso del proceso— a 
la persona jurídica con la cobertura de los derechos al silencio y no 
autoincriminación con los que se ha conducido para su representada 
y con él mismo, sería un fraude a la ley pretender traerle a juicio con 
el riesgo de extirparle toda aquella información que, de suyo, fue cu-

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



ALGUNOS ASPECTOS DEL PROCESO PENAL

 

 

201 

bierta con los derechos que le asisten a su representada y que habría 
ejercido mientras su representación estaba vigente. La única solución 
viable para traer a juicio a alguien que ha venido ejerciendo la repre-
sentación legal de la moral es que este forme parte del acervo probato-
rio del escrito de acusación y/o de la prueba de la defensa, con lo que 
ello debe quedar saldado desde la etapa intermedia. 

Bajo un escenario como el descrito, no parece adecuado que 
quien era asistido por el derecho a guardar silencio y a la no autoincri-
minación, fungiendo como representante de la persona jurídica, ahora, 
al ser traído a juicio como testigo, pueda ser cuestionado en razón 
de algo que hubiera referido como representante de la moral. De esa 
manera, se haría operar una especie de fraude al desconocerse por esta 
vía el derecho a la no autoincriminación y a guardar silencio, pero de 
la moral que representaba. 

Otra cuestión sugiere la falta de regulación procesal. Pensemos: 
la persona jurídica desea verse representada por cierta persona y, por 
otro lado, no hay alguien más que considere lo pueda hacer por el des-
conocimiento de su estructura, funcionamiento, etcétera. Nada autori-
za al juzgador a ordenar su sustitución, y menos a imponerle un nuevo 
representante contra su voluntad. Tampoco se ofrece solución sobre 
quién podría ser ese representante en sustitución, ni de si, una vez 
agotado el interrogatorio del testigo representante, pueda este volver a 
ocupar esa posición por ser de interés de la persona jurídica. 

En nuestra opinión, debe reformarse el Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales para prever estos vacíos y evitar, así, que el pro-
ceso penal que involucre a una persona jurídica se vea truncado o 
paralizado por falta de respuesta de estos; pero, en todo caso, mante-
niendo la protección de los derechos fundamentales que asisten a la 
persona jurídica. 

VI. Incomparecencia de la persona jurídica al proceso 

Uno de los aspectos más delicados resulta ser el de la incomparecen-
cia de la persona jurídica al proceso. Como se vio, esta actúa a través 
de su representación legal; sin embargo, puede suceder que la persona 
jurídica decida no atender el llamado de la autoridad y dejar de com-
parecer, no sólo en una investigación, sino al ser citada para escuchar 
imputación. Y es que nada hay que obligue a la moral a hacerlo sin 
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alguien que hable por la misma y sea su cara, pero ese alguien que la 
podría representar quizá esté imputado, se visualice como un poten-
cial testigo o, simplemente, no desea ser él quien lleve adelante esa 
representación. Ante la falta de regulación, un juez carece de facul-
tades tanto para hacer comparecer a la moral como de imponerle un 
representante legal para que lo haga. 

Dicho en otros términos, si la moral no quiere acudir al llamado 
ministerial y/o judicial, no se la puede tomar de sus columnas de con-
creto y hacerla presente. Mucho menos se puede imponer un deber 
específico a alguien de asumir esa carga contra su voluntad. Esto con-
duce a un agujero negro, pues la traducción es clara: si no se puede ha-
cer comparecer a la persona jurídica para que conozca la imputación 
en su contra, lo que queda por resolver es cómo someterla, entonces, 
a proceso. Por lo tanto, debe resolverse el serio problema que implica 
un proceso en ausencia ante una situación de facto como la referida. 

De nueva cuenta, el Código Nacional de Procedimientos Penales 
debe ser objeto de reforma para subsanar este vacío y prever de qué 
manera, ante la renuencia de la persona jurídica a comparecer a su 
proceso, puede esta ser representada legalmente en su ausencia, ga-
rantizando además, en todo momento, la defensa técnica que le asista. 

Los problemas de orden procesal y los retos que están de frente 
para poder conducir un modelo de responsabilidad penal de la persona 
jurídica son muchos y ameritan una seria reflexión que este espacio no 
permite. Sin embargo, vale la invitación a la misma que pretendo, para 
impulsar una urgente y necesarísima reforma procesal en este ámbito. 
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